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BOLETIN N° 822-10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE FRANCIA SOBRE LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCAS DE INVERSIONES".

HONORABLE CÁMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional indicado en el título, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES

1.‑ E1 14 de julio de 1992, los Gobiernos de Chile y de Francia suscribieron un tratado bilateral destinado a fortalecer la cooperación económica entre ambos Estados y a crear condiciones favorables a las inversiones de sus nacionales, personas naturales y jurídicas, en el territorio del otro Estado, para lograr, de ese modo, estimular las transferencias de capital y tecnología entre los dos países en pro de su desarrollo económico.
La celebración de este tratado se enmarca dentro de la política sostenida por el Supremo Gobierno en orden a convenir reglas protectoras de las inversiones extranjeras con los países que han manifestado interés en ello, tales como Bélgica, Confederación Suiza, España, Francia, Holanda, Italia, República Federal de Alemania y Suecia. La H. Cámara ya ha tenido oportunidad de aprobar los tratados firmados con la Confederación Suiza; España y la República Federal de Alemania. En el H. Senado se encuentra en estudio el suscrito con Argentina.

2.‑ Los principios fundamentales comunes a este tipo de tratados son:

‑ Libre transferencia del capital, sus intereses y utilidades desde el Estado receptor de la inversión al Estado de origen del inversionista.

‑ Tratamiento no menos favorable que el otorgado a los inversionistas nacionales o a los inversionistas de terceros países.

‑ Inexpropiabilidad del capital, sus intereses y utilidades, a menos que se decida por causa de bien común o de utilidad pública, previo pago de indemnización adecuada y oportuna.

‑ Protección del inversionista de riesgos no comerciales.

‑ Establecimiento del arbitraje internacional obligatorio como mecanismo para la solución de las controversias que surjan entre el inversionista extranjero y el Estado receptor de su inversión.

En estos casos, el procedimiento arbitral constituye una parte esencial de los tratados; por ello, el Gobierno empezó a desarrollar su política incorporando a nuestro país al "Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y nacionales de Otros Estados", promulgado por el decreto supremo Nº 1.304, de 1991, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicado en el Diario Oficial del 9 de enero de 1992, después de haber sido aprobado por el Congreso Nacional. En él se regula un procedimiento de arbitraje internacional que tiende a ser de aplicación generalizada en estos conflictos.

3.‑ En su mensaje el Presidente de la República reitera el propósito de su Gobierno de mantener y acrecentar los flujos de inversión extranjera hacia el país, por considerarlo un aporte y complemento necesario a sus políticas de desarrollo económico y social.

Agrega que un rasgo importante de este Acuerdo con Francia, es el compromiso de las Partes en orden a promover y fomentar la admisión de las inversiones provenientes del exterior y su adecuada protección conforme a las legislaciones internas. Sostiene que sólo las inversiones así hechas, en el ámbito de aplicación personal, temporal y territorial del tratado, gozarán de la plena protección del mismo.

En seguida el mensaje hace un amplio comentario de las normas del tratado sometido a vuestra consideración, cuyo contenido os reseñaremos más adelante.

4.‑ E1 Comité de Inversiones Extranjeras proporcionó a vuestra Comisión un completo cuadro de la inversión extranjera procedente de Francia, desde 1974 a 1992, según su distribución anual y sectorial, que se acompaña como documento anexo de este informe para mejor ilustración de la H. Cámara.

Según dicho cuadro, la inver​sión francesa autorizada y materializada en conformidad con el decreto ley Nº 600, de 1974, en el período señalado, en cifras globales, es de 200 y 140 millones de dólares,.respectivamente.

II.‑ RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO EN TRAMITE.

Este instrumento, del cual se. adjunta una copia como documento anexo de este informe, consta de dos documentos:

a) E1 "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Francia sobre la Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones", compuesto de trece artículos, y

b) Un "Protocolo", que los plenipotenciarios han declarado formar parte integrante del Convenio, por contemplar normas complementarias de sus artículos 1, 3, 6 y 8. 

E1 alcance de este tratado es el mismo que han tenido los ya aprobados por la H. Cámara: promover y proteger las inversiones extranjeras; sin embargo, en este caso, los Gobiernos de Chile y Francia declaran en su Preámbulo, que este instrumento no sólo permitirá las transferencias de capitales sino que también hará posible las transferencias de tecnologías, con los beneficios consiguientes para el desarrollo económico de los dos países.



En ese marco, el objeto del Convenio, al tenor de sus artículos 1 y 2, es promover y proteger las inversiones francesas en Chile o chilenas en Francia, efectuadas en toda clase de bienes, derechos y participaciones de cualquier índole, tales como bienes muebles e inmuebles; acciones y primas de emisión de acciones; derechos de propiedad intelectual e industrial; concesiones comerciales para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales, siempre que se conformen a la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio o zona marítima se materialicen.



Por zona marítima se entiende la zona económica exclusiva y la plataforma continental fuera del mar territorial, sobre las cuales el Estado ejerce derechos soberanos para la exploración, explotación y preservación de sus recursos naturales, de acuerdo con el Derecho Internacional,  yen el caso de Chile, según lo dispone el artículo 596 del  Código Civil. 

Los inversionistas protegidos podrán ser las personas naturales que tengan la nacionalidad de una de las Partes o las personas jurídicas constituidas en su territorio de conformidad con su legislación y con sede principal en él, o controladas, directa o indirectamente, por sus nacionales o por personas jurídicas que tengan su sede principal en dicho territorio.

E1 control directo o indirecto podrá establecerse, según las normas complementarias del artículo 1 que contempla el Protocolo, mediante las evidencias siguientes: la calidad de sucursal; por la posesión de porcentaje de participación, directa o indirecta, que represente un control efectivo, y, en especial, una participación que exceda del 50$; y la posesión, directa o indirecta, de derecho a voto que represente una posición decisiva en los órganos ejecutivos, o una influencia decisiva por otros medios sobre su actividad.

E1 estatuto de protección de las inversiones que este Convenio establece entre sus artículos 3 y 7, otorga al inversionista los siguientes derechos fundamentales:

1) Derecho a un tratamiento justo y equitativo a las inversiones cubiertas por el Convenio y garantías de que el derecho no será obstaculizado (artículo 3).

A1 respecto, el Protocolo precisa en las normas complementarias al artículo 3, que se considera como impedimento de jure o de facto para dicho tratamiento, cualquiera restricción discriminatoria sobre la compra o transporte de materias primas y materiales auxiliares, fuentes energéticas y combustibles, medios de producción y operación de cualquier índole, así como cualquier obstáculo discriminatorio para la venta o transporte de productos dentro del país y en el extranjero, y cualquier otras medidas que tengan un efecto similar.

2) Derecho a recibir un tratamiento igual al que el Estado receptor de la inversión otorga a los inversionistas de su nacionalidad (tratamiento nacional) y un tratamiento no menos favorable que el que otorgue a inversionistas nacionales de terceros países (tratamiento de la nación más favorecida), con excepción, en este caso, del acordado en el marco de su participación en una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común o cualquier otra forma de organización económica regional (artículo 4).

De ese modo quedan excluidas del tratamiento de la nación más favorecida las ventajas que Francia pudiere haber otorgado u otorgue en el seno de la Comunidad Económica Europea (CEE) y las que Chile otorgue o haya otorgado en el marco de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALADI).

En tales términos, se da al tratamiento de la nación más favorecida el alcance que tiene en el Acuerdo General sobre Tarifas Aduaneras y Comercio (GATT), del cual ambos países son integrantes.

3) Derecho a gozar de plena y total protección y seguridad, lo que incluye:

‑ Derecho a no ser objeto de expropiación o nacionalización u otra medida análoga, sino por causa de bien común, previo pago de indemnización pronta, adecuada y libremente transferible, calculada sobre la base del valor real de las inversiones y conforme a la situación económica normal imperante antes de la amenaza de privación, comprobada judicialmente (N° 2 del artículo 5).

Se trata de un derecho concordante con las normas del Nº 24 del artículo 19 de la Constitución Política que garantizan el derecho de propiedad.

‑ Derecho a recibir el tratamiento nacional o el de la nación más favorecida cuando las inversiones sufran pérdidas debido a una guerra u otro conflicto armado, revolución, estado de emergencia o revuelta (N° 3 del artículo 5).

Este derecho también es armónico con las normas que regulan los estados de excepción, en virtud de las cuales las requisiciones de bienes y las limitaciones que se impongan al derecho de propiedad durante dichos estados darán lugar a indemnización (artículos 39 a 41 de la Constitución Política y artículo 17 de la ley Nº 18.415, Orgánica Constitucional de los Estados de excepción).

4) Derecho a la libre transferencia de los intereses, dividendos, utilidades y otros ingresos corrientes: de los royalties que se deriven de derechos intangibles (derechos de propiedad intelectual e industrial y concesiones comerciales otorgadas por ley o en virtud de contrato); de las amortizaciones de préstamos relacionados con la inversión; del valor de la cesión o liquidación parcial o total de la inversión, y de las indemnizaciones por expropiaciones o nacionalizaciones o pérdidas sufridas en estados de excepción (inciso primero del artículo 6).

Los nacionales de cualquiera de las Partes Contratantes, autorizados a trabajar en la inversión (por ejemplo, los franceses en Chile) tendrán derecho a transferir a su país de origen una proporción de sus remuneraciones (inciso segundo del artículo 6).

En las normas complementarias al artículo 6 que contempla el Protocolo, el Gobierno de Chile se reserva el derecho a autorizar exclusivamente la repatriación de capital, a más tardar después de tres años, contados desde la fecha de su internación.

Sobre dicho plazo, cabría se|ñalar que él se estableció para concordar este convenio con el artículo 4° del decreto ley Nº 600, de 1974, que fijó el Estatuto de la Inversión Extranjera, dado que dicha norma permite las remesas de capital sólo después de tres años. Actualmente se tramita un proyecto de ley que reduce a un año la permanencia mínima en el país del capital extranjero, de manera que cuando la reducción sea ley, ella será aplicable a las inversiones amparadas por este Convenio, en virtud de la cláusula de la nación más favorecida ya comentada.

Por otra parte, el Gobierno de Chile otorgará a los inversionistas franceses el derecho a repatriar cualquier inversión efectuada en virtud del programa chileno de conversión de la deuda externa, una vez que hayan transcurrido diez años a contar de su internación así como la transferencia de utilidades después de cuatro años.

Estas cláusulas de excepción que el Protocolo incorpora al régimen general del Convenio son análogas a las que se contemplan en los tratados celebrados con la República Federal de Alemania, con la Confederación Suiza y el Reino de España.

5) Derecho a obtener garantías de su Estado Nacional sobre la inversión efectuada al amparo de este Convenio, cuando su legislación la contemple para las inversiones efectuadas en el extranjero. Para estos efectos será preciso obtener, previamente, el consentimiento de la Parte receptora de la inversión (artículo 7).

Dicha exigencia se explica por el derecho de subrogación que adquiere el Estado del inversionista por los pagos que efectúe en virtud de los riesgos cubiertos por la garantía, según lo dispone el artículo 9 del instrumento internacional en informe, del mismo modo como lo señalan los Convenios suscritos con la República Federal de Alemania (artículo 6); con la Confederación Suiza (artículo 8) y con el Reino de España (artículo 8).

En seguida, el Convenio reglamenta los mecanismos para la solución de las controversias que se pueden suscitar durante su aplicación:

E1 primer mecanismo es aplicable a las controversias que se produzcan entre la Parte Contratante receptora de la inversión y el inversionista extranjero, nacional de la otra Parte. En tal caso, ellas serán sometidas al tribunal competente de la Parte receptora o al arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (C.I.A.D.I.), creado por la Convención para el Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, de 1965, a la cual ya nos hemos referido entre los antecedentes de este informe, por haber sido el texto que ha servido de base a la serie de tratados bilaterales para la promoción y protección recíprocas que el Congreso Nacional ha sido llamado a sancionar durante el actual Período Legislativo.

La opción entre la juris​dicción nacional o el arbitraje internacional corresponderá al inversionista (artículo 8).

Cabe señalar que el artículo 7° del decreto ley N° 2.349, de 1978, que "Establece Normas sobre Contratos Internacionales para el Sector Público" dispone que en los contratos que se celebren en conformidad al decreto ley Nº 600, de 1974, sobre "Estatuto de la Inversión Extranjera", no se pueden contemplar cláusulas que sometan a mecanismos arbitrales las controversias que ellos originen. Sin embargo, como se trata de una prohibición contemplada en una norma legal nada obsta a que ella pueda ser excepcionada por una norma posterior de igual rango, jurídico como el que alcanzarán las disposiciones de este Convenio una vez que sea aprobado por el Congreso Nacional, ratificado por el Presidente de la República, promulgado y publicado como ley de la República en el Diario Oficial, según el procedimiento de incorporación de los tratados al orden normativo interno.

E1 segundo mecanismo para la solución de controversias es el referido a las diferencias entre las Partes Contratantes (los Gobiernos de Chile y de Francia) sobre la interpretación o aplicación del Convenio. En tales casos se recurrirá a los canales diplomáticos y si dentro de seis meses no se encontrare solución, la controversia podrá ser sometida, unilateralmente, a un Tribunal Arbitral designado por las Partes dentro de dos meses desde que una de ellas notifique a la Otra su intención de recurrir al arbitraje. Si no se produjere acuerdo dentro de plazo en la integración del Tribunal, se invitará al Secretario General de las Naciones Unidas para que efectúe las designaciones necesarias (artículo 11).

En esto se innova, ya que, en los Convenios con la República Federal de Alemania, la Confederación Suiza y el Reino de España se contempla, para tales efectos, la invitación al Presidente de la Corte Internacional de Justicia.

Conforme al artículo 12 estos mecanismos no se aplicarán a los diferendos relativos a inversiones que hayan surgido antes de la vigencia del Convenio.

Las cláusulas finales de este instrumento se encuentran en el artículo 13. Según ellas, él entrará en vigencia un mes después de la fecha en que ambas Partes se hayan notificado la conclusión de los procedimientos internos requeridos para la aprobación del Convenio. E1 período inicial de vigencia será de diez años, después será indefinida, a menos que sea denunciado con un año de antelación, situación en la que las inversiones efectuadas al amparo del Convenio continuarán gozando de su protección por un período adicional de veinte años.

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION

A) En el seno de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, hubo consenso en compartir los propósitos que animan a los Gobiernos de Chile y de Francia al celebrar el tratado que os hemos informado, por lo que, por unanimidad, acordó sugeriros su aprobación.

Para tal efecto os propone adoptar el proyecto de acuerdo, reemplazando el nombre de "Chile" por el de "Francia" la segunda vez que aparece en el texto del artículo único sometido a vuestra consideración por el mensaje.

B) E1 tratado no contiene disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda

C) Vuestra Comisión decidió, por unanimidad, designar Diputado Informante al señor Diputado CAMINONDO SÁEZ, don CARLOS.

Acordado en sesión del día 28 de octubre de 1992, con asistencia de los señores Diputados Dupré Silva, don Carlos (Presidente); Caminondo Sáez, don Carlos; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro; Rocha Marique, don Jaime, y Yunge Bustamante, don Guillermo.

SALA DE LA COMISION, a 28 de octubre de 1992.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

